PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe expresa su desagrado con respecto a la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por la que se confirma el fallo de la Cámara Nacional Electoral que daba lugar al amparo de Luis Abelardo Patti presentado contra la resolución de la Cámara de Diputados de la Nación del 23 de Mayo del 2006 por la que se impidió la incorporación al diputado electo como miembro del cuerpo, bajo la acusación de “inhabilidad moral”. Esa inhabilidad moral se refería  a que Luis Patti se encontraba involucrado en gravísimas causas de violaciones a los derechos humanos durante la vigencia del terrorismo de estado en nuestro país y actualmente se encuentra detenido y procesado por las mismas .-

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

                            Luis Abelardo Patti, ex subcomisario y ex intendente del Partido Bonaerense de Escobar, fue electo diputado en los comicios legislativos del 23 de octubre, pero en el Congreso se impidió su incorporación por falta de inhabilidad moral. Para ello el cuerpo legislativo se basó en el hecho en que el mismo aparecía implicado en causas por violaciones a los derechos humanos en la última dictadura militar. 

Efectivamente, actualmente Patti se encuentra detenido en el penal de Marcos Paz en el marco de la causa donde se investigan el secuestro y desaparición del ex diputado peronista Diego Muñiz Barreto, de Gastón Gonçalvez, Carlos Souto, José Fernández y Guillermo D Amico en el que se lo imputa y procesa por los delitos “privación ilegítima de la libertad, imposición de tormentos y allanamiento ilegales”.

Patti está también investigado por la muerte de los dirigentes montoneros Osvaldo Cambiasso y Eduardo Pereyra Rossi.

En el día de Ayer la Cámara Federal de San Martín dicta resolución elevando a Juicio Oral la causa que se le sigue a Patti por encubrimiento a dos ex - represores Jorge Granada y Luis Arias Duval  , los que se encontraban prófugos en una causa por 

secuestro y asesinato de militantes peronistas. Este encubrimiento fue efectuado mientras se desempeñaba como intendente de Escobar.-

No es necesario abundar más antecedentes en relación a la “inhabilidad moral” del señor Patti,.

Al producirse la resolución de la Cámara de Diputados presentó un amparo ante la Cámara Nacional Electoral, la que falló a favor de Patti sosteniendo que para desvirtuar el principio de inocencia se requiere al menos el dictado de una sentencia condenatoria por juez competente, aún si ella no se encontrara firme. Ahora la Corte Suprema de Justicia, por mayoría de cuatro votos contra tres ,confirma éste fallo, desconociendo los avances probatorios en las causas por los delitos de lesa humanidad en los que se encuentra involucrado Patti. Esto abre la posibilidad de que este personaje  reclame el derecho sobre la banca.-

Debemos recordar que el art 36 de la Constitución Nacional inhabilita de por vida a quienes usurparon cargos públicos durante las dictaduras .Esta regla general es imperativa para los poderes del Estado que deben velar para su cumpimientro. 

Si bien es cierto que el Congreso de la Nación  no puede intervenir en el control de calidad de quienes han sido electos por sufragio popular, acá se esta hablando de  una  inhabilidad moral que va contra el derecho de gente, contra la Constitución Nacional y contra los tratados internacionales, y es la de estar imputado en crímenes de lesa humanidad. 

En efecto,  el artículo 75, inciso 22, de nuestra Carta Magna indica que no sólo son obligatorios para el Estado argentino los tratados por él incorporados, sino la interpretación que de ellos hacen la Comisión Interamericana y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

En el fallo "Velázquez Rodríguez" la Corte Interamericana de Derechos Humanos claramente estableció que la obligación de los estados de garantizar los derechos humanos no se agota en la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de la obligación, sino que es imprescindible involucrar a todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y especialmente de conductas gubernamentales que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y aseguren en todos los casos que las eventuales violaciones a esos derechos sean investigadas a fin de llegar a la verdad y condenar los crímenes de lesa humanidad. 

Este es un compromiso del Estado argentino, y en consecuencia surge la incompatibilidad clara de que alguien pueda incorporarse al Congreso de la Nación, que es el garante de los derechos humanos a través del dictado de las leyes, y paralelamente esté acusado de cometer un crimen de lesa humanidad.

Por todo lo expuesto , solicito a  pares que me acompañen el siguiente proyecto.-

